TRÁFICO DE ESTUPEFACIENTES
RADICACIÓN: 661706000066201900492-01
PROCESADO: GILP
DEFINE COMPETENCIA

A. N° 043

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEFINICIÓN DE COMPETENCIA / PARA CONOCER DE APELACIÓN CONTRA DECISIÓN TOMADA POR JUEZ DE CONTROL DE GARANTÍAS QUE CUMPLÍA TURNO DURANTE FIN DE SEMANA / CORRESPONDE AL SUPERIOR FUNCIONAL DE LA CIUDAD DONDE SE CUMPLIÓ DICHO TURNO.
Las solicitudes relativas a la definición de competencia se encuentran reguladas en el artículo 54 C.P.P., el cual dispone que en caso de que el juez considere que es incompetente para impulsar el proceso, o así lo manifieste la defensa, el expediente debe ser enviado al funcionario que deba definirla.

De conformidad con lo plasmado por el Juez Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), le corresponde a esta Sala establecer si en el presente asunto puede existir variación de la competencia atendiendo el factor territorial, con fundamento en que si bien los hechos que se investigan en contra de la señora GILP tuvieron ocurrencia en el municipio de Dosquebradas, las audiencias preliminares se realizaron en esta capital durante un turno de fin de semana…
En este caso en particular se observa que la decisión objeto de impugnación fue adoptada por el Juez Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, quien para esa fecha estaba designado para ejercer labores como juez de control de garantías en esta capital; y, en consecuencia, se infiere que su superior funcional es alguno de los juzgados con categoría del circuito de Pereira, donde prestó tal servicio.
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RAMA JUDICIAL

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA de decisión PENAL

Magistrado Ponente
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veinte (20) de junio de dos mil diecinueve (2019)

  ACTA DE APROBACIÓN N°  562
  SEGUNDA INSTANCIA

	Imputada: 
	GILP

	Cédula de ciudadanía:
	24.625.081 expedida en Chinchiná (Cdas.)

	Delito:
	Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes.

	Víctima:
	La salubridad pública.

	Procedencia:
	Juzgado Séptimo Penal del Circuito de  Pereira (Rda.) 

	Asunto:
	Define competencia


1.- VISTOS
Corresponde a esta Corporación ocuparse de definir la competencia para el conocimiento de la apelación presentada por la Fiscalía contra el auto emitido por el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal con función de control de garantías de Belén de Umbría (Rda.), en turno de fin de semana en esta capital, por medio del cual se abstuvo de imponer medida de aseguramiento en contra de la ciudadana GILP por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, toda vez que el Juez Séptimo Penal del Circuito consideró que la competencia para definir el asunto recaía en sus homólogos del municipio de Dosquebradas, razón por la cual decidió enviar la actuación a esta Corporación para lo pertinente.

2.- PRECEDENTES
Con ocasión de la captura de la señora GILP, se llevaron a cabo en marzo 16 de 2019 ante el Juzgado Promiscuo Municipal con función de control de garantías de Belén de Umbría (Rda.), asignado para el turno de fin de semana, las audiencias preliminares por medio de las cuales: (i) se legalizó el allanamiento y la incautación de los elementos encontrados, así como su aprehensión; (ii) se le formuló imputación por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, consagrado en el artículo 376 inciso 3° C.P., los cuales NO ACEPTÓ; y (iii) el juzgado negó la imposición de medida de aseguramiento.

Contra esa última determinación, mostró su inconformidad la delegada del órgano persecutor, a consecuencia de lo cual interpuso y sustentó la alzada, como igualmente lo hizo la defensora de la imputada como no recurrente.

La actuación fue asignada, por reparto, al Juzgado Séptimo Penal del Circuito de esta capital para que procediera a resolver el recurso, pero cuando se esperaba que el funcionario judicial adoptara la decisión al respecto -mayo 06 de 2019-, consideró que la competencia para definir el asunto recaía en los Juzgados Penales del Circuito de Dosquebradas (Rda.),  al sostener que si bien es cierto en esta capital se adelantaron las audiencias preliminares, lo fue por una situación excepcional -al haberse realizado en fin de semana-, y de considerarse que debe ser el despacho a su cargo el que deba conocer la referida alzada, sería imponerle una carga no justificada y con ello se generaría una situación de desigualdad frente a los demás jueces del circuito, con lo cual incluso se desconocería el principio del juez natural que en este caso serían los del municipio de Dosquebradas (Rda.) por ser el lugar donde se cometió la ilicitud. Dispuso en consecuencia remitir el asunto a esta Sala para el trámite de ley.

3.- Para resolver, se CONSIDERA
Las solicitudes relativas a la definición de competencia se encuentran reguladas en el artículo 54 C.P.P., el cual dispone que en caso de que el juez considere que es incompetente para impulsar el proceso, o así lo manifieste la defensa, el expediente debe ser enviado al funcionario que deba definirla.

De conformidad con lo plasmado por el Juez Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), le corresponde a esta Sala establecer si en el presente asunto puede existir variación de la competencia atendiendo el factor territorial, con fundamento en que si bien los hechos que se investigan en contra de la señora GILP tuvieron ocurrencia en el municipio de Dosquebradas, las audiencias preliminares se realizaron en esta capital durante un turno de fin de semana, y en la cual la judicatura se abstuvo de imponerle a la misma medida de aseguramiento, lo que motivó a la representante del órgano persecutor a impugnar lo decidido, actuación que fue asignada por reparto al mencionado despacho.

El artículo 36 C.P.P., en punto de la competencia que le ha sido atribuida a los Jueces Penales del Circuito, señala en su numeral 1º lo siguiente: 

“Del recurso de apelación contra los autos proferidos por los jueces penales municipales o cuando ejerzan la función de control de garantías.” -negrillas de la Sala-
Igualmente, el canon 178 ídem establece que una vez se interponga el recurso de apelación deberá ser sustentado y se correrá traslado a los no impugnantes. De haber sido debidamente argumentado se concederá de manera inmediata ante el superior en el efecto al que hace alusión el artículo 177 ejusdem.

Como bien lo indicó el funcionario de primer nivel, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura mediante Acuerdo 2732 de diciembre 16 de 2004 reglamentó los turnos para ejercer la función de Control de Garantías en los Distritos Judiciales de Manizales, Armenia y Pereira, misma que se efectuará de forma rotativa y aleatoria, y concretamente la prestación durante los días sábados, domingos y festivos: “se garantizará a través de turnos de disponibilidad que se organizarán por la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Caldas, Quindío y Risaralda, respectivamente, de conformidad con las necesidades del servicio”, tal cual así lo señala el inciso 2° del artículo 3º de la misma codificación. 
En atención a lo anterior, el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, mediante acuerdo CSJRIR 19-42 de febrero 7 de 2019 fijó los turnos de disponibilidad para esta capital -entre ellos los de fin de semana-, y de allí se puede establecer que para marzo 16 de 2019, además del Juzgado Quinto Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira, igualmente fue asignado el Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría (Rda.) para ejercer esa labor, como en efecto así lo hizo.
En este caso en particular se observa que la decisión objeto de impugnación fue adoptada por el Juez Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, quien para esa fecha estaba designado para ejercer labores como juez de control de garantías en esta capital; y, en consecuencia, se infiere que su superior funcional es alguno de los juzgados con categoría del circuito de Pereira, donde prestó tal servicio. Ello es precisamente lo que conllevó a que la oficina judicial efectuara el reparto de la apelación presentada, que fue asignada al Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira, toda vez que de conformidad con lo previsto en el parágrafo del artículo 11 de la Ley 270/96, los jueces con dicha categoría tienen competencia en el respectivo circuito. 

Lo anterior comporta señalar que es el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira el llamado a desatar el recurso que interpuso la Fiscalía, frente a la providencia que se abstuvo de imponer medida de aseguramiento a la señora GILP, por ser el superior funcional de quien emitió dicha providencia en cumplimiento de la actividad que le correspondía como juez de control de garantías en Pereira. No podría por tanto la Sala remitir este asunto a los Jueces Penales del Circuito de Dosquebradas, ya que estos no estarían facultados legalmente para dar curso a la impugnación en comento. 

Contrario a lo esgrimido por el funcionario de primer nivel, tal determinación no trasgrede el principio de juez natural, por cuanto la actuación que debe cumplir será única y exclusivamente en sede de control de garantías, y el trámite de juzgamiento indefectiblemente deberá surtirse ante el funcionario que tenga competencia en el lugar donde ocurrió la ilicitud, que en este caso ahí serían los Juzgados Penales del Circuito de Dosquebradas, salvo claro está, que se establezca que los hechos endilgados a la imputada deban ser asumidos por la justicia especializada.
En conclusión, será el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) quien asuma la decisión de segundo grado que por vía de apelación corresponda, en cuanto a la determinación que en sede de control de garantías fue proferida por el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén (Rda.) en turno de permanencia de fin de semana.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial, en Sala de Decisión Penal, DEFINE que el despacho competente para resolver la alzada interpuesta por la Fiscalía contra el auto proferido por el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal con función de control  de garantías de Belén de Umbría (Rda.) por del cual se abstuvo de imponer medida de aseguramiento en contra de la señora GILP, es el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), y, en consecuencia, se dispone la devolución inmediata de este asunto a ese despacho para que se continúe con el trámite de ley.

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
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